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Durante décadas hemos acusado, sospechado, o presenciado desfalcos, desórdenes 
administrativos, y falseamiento u ocultamientos de los aspectos económicos de las 
gestiones de diferentes organismos y organizaciones, tanto públicas como privadas, que 
abarcan a las fuerzas armadas y a las de orden, a municipalidades, gobernaciones, 
bomberos, partidos políticos, asociaciones deportivas, a diversas organizaciones sin fines 
de lucro, como ISAPREs y AFPs, y a diversas ONGs, (entre ellas la Teletón), y otras de 
carácter benéficos, o de cumplimiento de labores sociales o de sustitución de roles 
estatales, o aquellas que tienen permitido hacer colectas públicas, usando precisamente la 
fe pública, y hasta el mismísimo Congreso Nacional. 


Los escándalos han tenido su peak con el tema de Democracia Viva, este último mes de 
Junio, y de ahí, (ahora sí), ha chorreado a diversas instituciones de distintas características, 
como las señaladas anteriormente, aunque, por alguna razón poco clara, más hacia 
aquellas de inclinación hacia el llamado progresismo que hacia el conservadurismo. 


Hoy, todos rasgan vestiduras, ponen el grito en el cielo, y hacen mea culpa o tua culpa 
ante la evidente flagrancia de las violaciones a la probidad. Muchos tratan de distraer la 
atención desde sus aguas hacia las del gobierno y sus afines. Pero esto no importa. Lo 
ocurrido hay que dejárselo ahora a la justicia. Lo que nos debe importar de hoy en 
adelante es como evitar que esto vuelva a ocurrir en los futuros inmediato y mediato. 
Resalto lo del inmediato, pues creo que se debe redactar los cuerpos legales necesarios y 
suficientes para estos efectos, a la mayor brevedad, y si no con una ley larga y exhaustiva, 
una corta y efectiva, que incluya su buen acabado para pronto, no más de meses, y que 
cumpla con las expectativas de sus propósitos. 


No es lo mismo probidad que transparencia. Mientras que la probidad nos indica el grado 
de la ética social y la moralidad de los agentes del estado o del mundo privado, la 
transparencia nos permite mantenernos informados sobre sus conductas y sus apegos a la 
probidad o a la inmoralidad o a la criminalidad. 


La falta de una legislación eficaz y eficiente sobre el tema de la probidad hasta ahora, nos 
ha demostrado que las instituciones funcionan a media aguas. Evidentemente no basta 
con los códigos civil y penal. Ni el Ejecutivo ni el congreso le han puesto atención hasta 
ahora a esta temática, en razón de sus capacidades legisladoras para proponer o discutir 
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sobre la misma, negligencia que no es nueva. La propia Contraloría ha demostrado que no 
funciona apropiadamente al suspender las tomas de razón de los convenios de 
transferencia a fundaciones que se están tramitando actualmente. Esto revela que no ha 
realizado bien su labor. Es similar a cuando un fiscal es descubierto en actividades 
contrarias a su mandato, lo que pondría en duda toda su gestión anterior. 


Una solución, que no es novedosa, pero sí altamente necesaria, es transparentar, 
públicamente, y en tiempo real, todas las gestiones, de todos estos organismos, sin 
necesidad de solicitarlo por orden de la ley de transparencia cada vez. En cambio, el 
esfuerzo de la ley debería orientarse a guiar al ciudadano o usuario de la transparencia 
para obtener toda la información que refiera al menor plazo posible. La información 
contable y financiera debe ser pública y estar publicada, así como los planes y programas 
de inversiones de tales instituciones, en forma anticipada a los respectivos períodos de 
gestión, y de forma permanente y con control de cambios, y responsables de los 
planteamientos originales y de los cambios que sufrieren posteriormente. 


La información histórica también debe ser accesible, con la misma facilidad que para la 
actual. 


La sospecha es sana, quien no sospecha no sobrevive. 


El Estado debe garantizar que la verdad debe ser visible, actual, oportuna y accesible, para 
todos, con el menor esfuerzo, y que todos los ciudadanos deben poder oponerse a todo 
aquello que les parezca inmoral o reñido con la legalidad, y hacer llegar sus reparos a las 
instancias que puedan o deban corregir los actos inapropiados. Pero también las 
oposiciones y representaciones deberán quedar registradas y públicas a petición de quien 
las presente. 


Las autoridades también deben tener las facultades para evitar y corregir situaciones 
anómalas de manera inmediata, y los tribunales deben contar con las herramientas 
suficientes para sancionar ejemplarmente a quienes se aparten del ordenamiento jurídico. 
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